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EL TRABAJADOR
(Lección 7, ap. 1)
A. Noción y tipología
En términos jurídicos, el trabajador es la persona física que se obliga a poner a disposición del empresario o empleador sus servicios o actividad personal a cambio de una retribución. Es el deudor de los servicios y el acreedor de la remuneración.

Por supuesto, sólo pueden ser trabajadores las personas físicas. Las personas jurídicas carecen de entidad física para llevar a cabo una prestación de servicios personales.

La condición jurídica de trabajador se adquiere con la celebración de un contrato de trabajo. Sin contrato de trabajo no se es, pues, jurídicamente trabajador, aunque sí se pueda serlo desde la perspectiva de la sociología (por pertenecer a la clase trabajadora) o la economía (ser parte de la población económicamente activa).

Los trabajadores pueden ser clasificados en función de sus características externas de muy diversas maneras (según el sector productivo en el que prestan servicios, el carácter manual o intelectual de la labor que realizan, su ubicación dentro de la jerarquía empresarial, etc.). Todas estas clasificaciones adquieren relevancia especialmente a través de la negociación colectiva (convenios colectivos diferentes según el sector productivo, reglas distintas para obreros, administrativos o cuadros, etc.).

Además de ello, existen ciertos grupos o colectivos de trabajadores cuyas características internas (o circunstancias personales) influyen sobre el régimen jurídico aplicable a sus relaciones de trabajo. Este es el caso de los menores y las mujeres, como se verá a continuación. No de los extranjeros, en relación con los cuales existe una regulación diferenciada exclusivamente en lo relativo a su capacidad para contratar la prestación de su trabajo, siendo sus derechos laborales iguales a los de los demás trabajadores.

B. Trabajadores con peculiaridades
a. Menores

En el caso de los menores es preciso contemplar su menor fuerza física, experiencia y hábitos de trabajo, así como sus mayores necesidades de formación profesional y humana.

En función de ello, se prevén las siguientes reglas especiales para el trabajo de los menores:

· Establecimiento de una edad mínima para trabajar de 16 años (art. 6.1. ET). A nivel internacional el Convenio 138 de la OIT establece una edad mínima de admisión en el trabajo equivalente a la de finalización del periodo escolar. Existe, no obstante, una excepción relacionada con la participación de menores en espectáculos públicos, que requiere autorización administrativa previa (art. 6.4 ET).

· Prohibición de la realización por los menores de trabajos insalubres, penosos, nocivos o peligrosos para su salud o formación, como por ejemplo el trabajo en minas (art. 6.2 ET). La lista de estos trabajos fue establecida por el Decreto de 26 de julio de 19757)
· Prohibición de la realización por menores de trabajos nocturnos (art. 6.2 ET) y horas extraordinarias (art. 6.3 ET).
· Fijación de una jornada máxima diaria de 8 horas para los menores, incluso si estos trabajan para varios empresarios (art. 34.3 ET) y de un descaso mínimo de 30 minutos cuando la jornada continuada excede de 4 horas y meda de trabajo (art. 34.4 ET). L regla general establece una pausa de 15 minutos si la jornada continuada excede de 6 horas.

b. Mujeres
En el caso del trabajo de las mujeres es necesario garantizar tres objetivos: a) contemplar el hecho biológico y social de la maternidad: b) asegurar la igualdad de trato respecto del varón y c) coadyuvar a su protección frente a la violencia de género. La legislación no como problema, en cambio, la protección de las mujeres por su debilidad física, como ocurría en el pasado.

La protección de la maternidad se articula jurídicamente a través de diversas medidas:

· Consideración del nacimiento de un hijo como una causa de suspensión del contrato de trabajo (arts. 45.1.d y 48.4 ET).

· Creación de un conjunto de supuestos de permisos retribuidos por diferentes supuestos vinculados con este hecho (artículo 37 ET).

· Establecimiento de un supuesto especial de suspensión del contrato de trabajo por riesgo durante el embarazo o la lactancia natural, vinculado con las situaciones en las que el puesto de trabajo puesto tenga repercusiones negativas sobre el embarazo o la lactancia y no quepa adaptación o cambio en el mismo (arts. 45.1.d ET y 26 LPRL). 

Debe indicarse que, adicionalmente, existen un conjunto de supuestos de suspensión del contrato de trabajo, excedencias y reducción de jornada por maternidad, cuidado de familiares, adopción o acogimiento. Estos no tienen, sin embargo, una orientación feminizada sino común al varón y la mujer. Su objeto es favorecer la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas en general. Sin embargo terminan por ser disfrutados esencialmente por las mujeres, debido a que son estas las que suelen asumir estas cargas. Con lo cual, si por un lado facilitan la atención de estas necesidades de forma simultánea con el trabajo de las mujeres, por la otra lo penalizan, pese a que las situaciones contempladas deberían ser asumidas y atendidas por la sociedad en su conjunto.

Expresión del segundo objetivo son las normas que prohíben toda discriminación de la mujer en el empleo o las condiciones de trabajo por razón de sexo: 

· Arts. 14 y 35.1 CE.

· Arts. 4.2.c y 17.1 ET, con carácter general, 22.3 y 24.2 ET respecto de la clasificación profesional y los ascensos y 28 ET en relación con los salarios. 
En este último caso, la norma establece la obligación empresarial de pagar por una prestación de trabajo de igual valor la misma retribución, sin que pueda producirse discriminación alguna por razón de sexo, para lo cual incluye una definición de lo que debe entenderse por trabajo de igual valor: un trabajo será de igual valor que otro cuando la naturaleza de las funciones o tareas encomendadas, las condiciones educativas, profesionales o de formación exigidas para su ejercicio, los factores relacionados con su desempeño y las condiciones laborales en las que se lleva a cabo sean equivalentes.
El precepto obliga también al empresario a llevar un registro con los valores medios de los salarios desagregados por sexos y grupos profesionales y puestos de trabajo, debiendo incluir en este una justificación de que las diferencias obedecen a motivos no relacionados con el sexo cuando el promedio de las retribuciones de los trabajadores de un sexo sea superior al otro en al menos 25 %.

Debe tenerse en cuenta, en todo caso, que la igualdad formal entre mujeres y hombres existe en la actualidad. No así la real, toda vez que no solo se contrata menos a las mujeres, cuya tasa de desempleo es superior, sino que estas perciben por lo general salarios inferiores los de los varones (existe una brecha salarial entre ambos sexos que ronda el 20%).

Frente a ello, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igual dad efectiva entre mujeres y hombres, busca combatir las manifestaciones de discriminación directa e indirecta y favores la adopción de medidas de acción positiva en favor de la igualdad real y efectiva entre los trabajadores de ambos sexos.

Con tal fin incluye un conjunto amplio de medidas, dirigidas a favorecer ese objetivo. Así:
· Apodera a la negociación colectiva para establecer medidas de acción positivas y para favorecer la igualdad en el acceso al empleo y las condiciones de trabajo (art. 43).

· Impone a los empresarios el deber de adoptar medidas para evitar cualquier discriminación en la empresa (art. 45).

· Cuando se trate de empresas de más de 50 trabajadores, las referidas medidas deben concentrarse en un Plan de igualdad que deberá elaborarse previo diagnóstico, negociado con los representantes legales de los trabajadores, de la situación de la igualdad en la empresa (arts. 45 a 47. La exigencia de estos planes es progresiva, en función de la dimensión de las empresas, aplicándose a las de más de 50 a partir de marzo de 2022).
Finalmente, el Estatuto de los Trabajadores incluye un conjunto de garantías dirigidas a reforzar la protección de las mujeres víctimas de la violencia de género:

· Derecho a la reducción de la jornada o la reordenación del tiempo de trabajo para hacer eficaz su profesión o asistencia social (art. 37 ET).

· Derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo (que la empresa tenga vacante) en otro centro de trabajo, si el traslado es necesario para su protección o asistencia social (art. 40.4 ET).
· Creación de un supuesto de suspensión del contrato de trabajo por decisión de la trabajadora que se vea obligada a ello por ser víctima de la violencia de género (art. 45.1.n y 48.10 ET).
· Creación de un supuesto de extinción del contrato de trabajo por la misma causa (art. 49.1.n ET), que da lugar a la situación legal de desempleo.

· No consideración de las faltas de asistencia derivadas de la violencia de género como computables a los efectos de un despido objetivo por absentismo (art. 52.d ET).

· Consideración del despido de las trabajadoras víctimas de la violencia de género por el ejercicio de los derechos antes mencionados como un supuesto de despido nulo, en el que la readmisión resulta obligatoria (art. 55.5.b ET).

